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 l v a r o  h e r n a n d o  c a r d o n a  g o n z  l e z *

Participación de terceros en el trámite  
de concesiones y reglamentaciones de agua




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r e s u m e n

La participación ciudadana se encuentra en el núcleo mismo de la concepción 
y el alcance de la democracia. Facilita la distribución equilibrada y más igua-
litaria de las políticas públicas, las acciones y los logros sociales para satisfacer 
las necesidades de las sociedades. Y en materia ambiental, y especialmente en 
tratándose de satisfacer las necesidades de agua, se convierte en instrumento 
que facilita la mejor toma de decisiones por el Estado como administrador del 
recurso natural, en su deber de planificación del manejo y aprovechamiento de 
este recurso natural renovable.

Pero, por otra parte, en la interminable y cada vez más acuciante necesidad 
de prevenir los conflictos y definir estrategias más eficientes para resolverlos, 
la participación ciudadana es insustituible. Aunque se corre el riesgo de que 
ella, en cambio, los genere como oposición a veces alejada de las realidades y 
necesidades colectivas alrededor del agua.

Palabras clave: Aguas, aguas continentales, concesiones, conflictos ambienta-
les, derecho de aguas, derecho ambiental, desarrollo sostenible, participación 
ciudadana, recursos naturales, reglamentaciones de aguas. 

a b s t r ac t

Citizen participation is at the very core of the conception and scope of de-
mocracy. It facilitates the balanced and more egalitarian distribution of public 
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policies, actions and social achievements to satisfy the needs of societies. And 
in environmental matters, and especially in trying to satisfy water needs, it 
becomes an instrument that facilitates the best decision-making by the State 
as administrator of the natural resource, in its duty to plan the management 
and use of this renewable natural resource. 

But on the other hand, in the endless and increasingly pressing need to 
prevent conflicts, and define more efficient strategies to resolve them, citizen 
participation is irreplaceable. Although there is a risk that it will instead gene-
rate them as opposition, sometimes far from the realities and collective needs 
around the water. 

Keywords: Waters, continental waters, concessions, environmental conflicts, 
water law, environmental law, sustainable development, citizen participation, 
natural resources, water regulations.





i n t r o d u c c i  n

Cuando desde el Preámbulo la Constitución Política de Colombia se propuso 
fortalecer la unidad de la nación dentro de un marco jurídico, democrático y 
participativo, se anticipaba una de las más importantes transformaciones consti-
tucionales que se introducían entonces: la ampliación del espectro de posibilida-
des para que todos los ciudadanos, de diversas maneras y en diversos momentos 
pudieran opinar y hasta decidir sobre los aspectos que puedan afectarlos.

Hoy día no se concibe una política pública, la adopción de legislación nacio-
nal, las ejecuciones gubernamentales o, incluso, los balances de gestión pública 
sin la posibilidad de consulta y de intervención de los pueblos y ciudadanos que 
integran la nación colombiana. Por el contrario, estas posibilidades aumentan, 
especialmente por la vía de la jurisprudencia. También hay que reconocer que la 
ciudadanía se involucra cada vez más en cada uno de los aspectos relacionados con 
la definición de una política pública, las decisiones y ejecutorias gubernamentales. 

Como puede observarse, el manejo del ambiente requiere necesariamente 
de una política estatal, lo cual significa general, es decir, en el ámbito nacional. 
Ello se justifica por el hecho de que la acción estatal es de interés general, en la 
medida en que busca cumplir con la finalidad esencial de promover la prospe-
ridad general y el bienestar colectivo (Corte Constitucional, 1994a).

Para destacar la importancia del agua para nuestra normatividad ambiental 
bastan notarse dos detalles que hemos hallado en el Decreto Ley 2811 de 1974: 
de los 340 artículos que constituyen el Código Nacional de los Recursos Natu-
rales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, 112 directamente regulan 
el uso del agua en todos los modos y formas; y es el primer recurso escogido 
por esta codificación para referirse a las maneras de usar los recursos naturales 
renovables de dominio público. 

Puede entenderse entonces que una gestión integrada del agua debe necesaria-
mente desarrollarse de manera participativa para que los procesos administrativos 
de toma de decisiones sobre este recurso permitan auscultar a todos los sectores 
involucrados con dicha gestión (Amaya Navas, 2005: 236a) y ello conduzca a las 
mejores decisiones sobre su administración. Precisamente en la sentencia C-519 
la Corte Constitucional (1994b) se refirió a la necesidad de crear una conciencia 
pública en torno y para la conservación y a la preservación ecológica. Posición 
que sostuvo más tarde en la sentencia C-032 (Corte Constitucional, 2019) agre-
gando que es una necesidad e instrumento eficaz para lograr la protección y la 
recuperación ambiental para alcanzar el desarrollo sostenible. Y refiriéndose ya 
concretamente al uso del agua ha expresado que el Estado debe desplegar todos 
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los esfuerzos para adoptar medidas que permitan obtener la participación efectiva 
de la sociedad en los procesos de planificación y adopción de decisiones por las 
autoridades públicas ambientales, incluso que “la gestión eficaz de los recursos 
hídricos requiere un enfoque integrado que concilie el desarrollo económico y 
social y la protección de los ecosistemas naturales” (Corte Constitucional, 2015).

I .  n o c i o n e s  p r e v i a s

El Derecho Ambiental colombiano “es uno de los más profusos y estructura-
dos del mundo” (González Villa, 2006: 23); constituido por un innumerable 
conjunto de disposiciones legales (la Constitución, leyes, decretos de todos los 
tipos y resoluciones, sólo en el orden nacional), jurisprudencia (tenemos una 
lista personal de 98 sentencias de la Corte Constitucional relacionadas con el 
medio ambiente entre 1992 y 1995) y la doctrina (únicamente, para tener una 
idea, la Universidad Externado de Colombia ha publicado 19 tomos de su obra 
Lecturas de Derecho del Medio Ambiente y seis de la obra Derecho de Aguas, y 
cuenta con una larga lista de otras monografías temáticas. Eso lo hace también 
complejo, no solo para conocerlo, sino para comprenderlo. De ahí la importancia 
que le damos a los conceptos previos. 

Las nociones son los conocimientos o ideas sobre una materia (Cabanellas, 
1997: 556). Los conocimientos previos no solo permiten relacionar el conoci-
miento básico ya existente con otros, sino que facilitan comprender y construir 
nuevos significados (López Recacha, 2009: 5). Con la complejidad ya descrita del 
Derecho Ambiental colombiano, a lo que es pertinente adicionar la permanente 
actualidad que este tiene y tendrá, “los principiantes o doctos en estos temas 
contemporáneos requieren de una guía interpretativa de los términos pertinentes 
que interpretan y amplían la información” (Restrepo de Fraume, 2007: vii). 

Aunque ciertamente en el caso de la concesión de aguas mucho se ha escrito 
en Colombia, y recientemente hemos puesto de relieve la importancia que tiene la 
Reglamentación de Aguas de Dominio Público, como instrumento de prevención 
y solución de conflictos socio-ambientales y su larga –aunque muy subestimada– 
trayectoria jurídica (Cardona, 2020), ya se demostrará en este escrito la necesidad 
de concretar los conceptos de estas autorizaciones a efectos de aterrizar en el 
análisis de las oportunidades de intervención ciudadana en su trámite. 

Dos son las maneras más frecuentes de otorgar en Colombia los derechos de 
uso de las aguas de domino público: la concesión y la reglamentación. Dentro 
de los procedimientos administrativos para otorgar esos derechos, hay opor-
tunidades para que los terceros intervengan y lo hagan de diversas maneras. Y 
dentro de esas posibilidades surgen varias vicisitudes que retan la capacidad y 
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actividad de las autoridades ambientales en especial las corporaciones autónomas 
regionales, las de desarrollo sostenible (o con régimen especial), los grandes 
centros urbanos y los establecimientos públicos de los distritos con régimen 
especial. Como estas autoridades valoren esas intervenciones, los intereses que 
las motivan, la información que suministran y la relación con los interesados 
en la obtención de las concesiones o reglamentaciones en mucho dependerán 
la eficiencia y eficacia de ellas y su papel en la prevención o solución de los 
conflictos alrededor del recurso hídrico. 

A .  la  c o n c e s i  n  d e  a g ua s

En nuestro país los decretos 1381 y 1382, curiosamente tratando sobre lo mis-
mo y sancionados simultáneamente, en julio de 1940, constituyen la primera 
ocasión legal en que se adopta el término concesión para señalar la autorización 
estatal para usar las aguas de dominio público continental. Y se hizo asimilando 
la concesión a las licencias, mercedes o permisos. Luego el Decreto 1541 de 
1978, reglamentario del Decreto Ley 2811 de 1974, nuestro aún vigente Có-
digo Nacional de los Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio 
Ambiente, precisó la diferencia entre licencia en el artículo 28 (para el manejo 
de los impactos ambientales por obras, proyectos y actividades), omitió el uso de 
los términos merced o mercedes, adoptó la concesión como autorización para el 
aprovechamiento de las aguas (fluido) y el permiso para obtener derecho de 
uso de otros recursos naturales renovables incluyendo aquellos relacionados con 
el agua como los lechos o cauces y márgenes. Y así se mantuvo en el vigente 
Decreto Único Reglamentario del sector Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
que recoge no solo al Decreto Reglamentario 1541 sino a todos aquellos con 
regulación sobre aguas (por ejemplo, el 1594 de 1984). 

Nuestro ordenamiento acoge para la concesión de aguas la naturaleza jurí-
dica que se deriva del ordenamiento chileno, tal vez con mayor influencia como 
la ha tenido en el régimen civil. Por solo citar una fuente de asidero, sobresale 
para nosotros el análisis que hace Alejandro Vergara Blanco al Código de Aguas 
chileno de 1981 (1998: 22): los derechos sobre las aguas se constituyen por “acto 
de autoridad”, lo cual en su criterio implica una manifestación de voluntad de 
la administración. Y que, también para él, significa desde el punto de vista dog-
mático una concesión o un proceso concesional. 

La concesión en Colombia es entonces el modo que por la regla general se 
adelanta y resuelve para adquirir el derecho al uso y aprovechamiento de las 
aguas de dominio público continental (art. 88 del Decreto Ley 2811 de 1974) 
e incluso para cuando se trate de usos de aguas marinas (Lastra Mier y Vergara 
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Castaño, 2017: 256-259). Expuesta así la concesión, la investigadora Gloria 
Lucía Álvarez Pinzón (2018: 215) la define de este modo: 

La concesión es la autorización que, a solicitud del interesado, otorga la autoridad 
ambiental competente para el uso de las aguas superficiales o subterráneas, siempre 
y cuando el concesionario cumpla con los requisitos y obligaciones que en ellas se 
establezcan o que determine la ley.

B .  la  r e g la m e n ta c i  n  d e  a g ua s

Especialmente por el trabajo habitual de las corporaciones autónomas regionales 
y de desarrollo sostenible que cubren todo el territorio colombiano se adoptó 
la denominación de “trámites ambientales” para significar lo que el Decreto 
Ley 2811 de 1974 denomina “modos de adquirir el derecho a usar los recursos 
naturales renovables y demás elementos ambientales”. Por supuesto, luego de la 
expedición de la Ley 99 de 1993, también con esta denominación se acogieron 
los procedimientos para obtener la licencia ambiental y la licencia ambiental 
global para manejar los impactos ambientales por obras o proyectos que la exijan. 
Dentro de estos se hallan las reglamentaciones de aguas de dominio público. Y 
por ello el régimen jurídico ambiental colombiano termina contemplando “dos 
maneras de otorgar las autorizaciones de uso de las aguas: por concesión, que 
es la más frecuente, y por reglamentación de una corriente (ríos o quebradas) 
o depósito de aguas (lagos o lagunas)” (Cardona González, 2017a).

Siguiendo las prescripciones normativas contenidas en artículos 2.2.3.2.13.1 
y siguientes del Decreto 1076 de 2015, podemos definir a la reglamentación como 
el procedimiento administrativo iniciado por la autoridad ambiental competente, 
de oficio o petición de parte, para definir mediante un solo acto administrativo 
la distribución para aprovechamientos de aguas de una corriente o depósito, o 
derivaciones que beneficien a varios predios, incluyendo los aprovechamientos 
existentes, con el fin de que se satisfagan en forma proporcional las necesidades 
de los propietarios, poseedores o tenedores delos predios que se puedan bene-
ficiar de dichas aguas. Cada asignación o derecho de uso de agua contenido en 
la reglamentación constituye una concesión y obliga a cumplir las obligaciones 
impuestas en el acto administrativo. 

Para tramitar la reglamentación de agua se exige un previo estudio técnico 
para “la mejor distribución del recurso hídrico que discurre por una corriente 
o derivación, o se halla en un depósito, de acuerdo con el reparto actual y las 
necesidades presentes y futuras de los predios a beneficiarse con las mismas” 
(Cardona González, 2017b).
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Si es cierta la afirmación según la cual “Toda persona tiene la capacidad 
(poder) de actuar en el mundo en que vive, puede tomar decisiones que afec-
tarán su vida, que participar es ejercer ese poder de tomar decisiones, actuar 
y transformar la realidad” (Burin et al., 1998) es entendible llegar a la conclu-
sión de que transforma en realidad la adecuada administración de los usos de 
los recursos hídricos cuando se procura satisfacer todas las necesidades y se 
garantiza el desarrollo sostenible. Y eso, como veremos en el capítulo siguien-
te, se alcanza plenamente con la reglamentación, pues amplía el espectro de 
participación de todos los interesados en aprovechar las aguas de una misma 
corriente o depósito, o mismas derivaciones; incluso los que hacen uso de dichas 
aguas sin concesión previa, y los que potencialmente puedan serlo.

I I .  i m p o rta n c i a  d e  la  pa rt i c i pac i  n  c i u da da n a  
e n  l o s  t r  m i t e s  a m b i e n ta l e s 

Mencionamos en la introducción a este ensayo, que desde el Preámbulo de la 
Constitución Política, se vaticinaba el peso que tendría la participación ciudadana 
en la definición y concepción del Estado colombiano y en el desarrollo de las 
reglas constitucionales. Significó un verdadero cambio con lo que históricamente 
venía pasando, pese al salto cualitativo en los escenarios de participación política 
que desde 1986 se habían introducido, especialmente en el orden territorial.

Hace veinticinco años nada más, en Colombia las maneras como el ciudadano 
podía intervenir en la toma de decisiones del Estado y sus agencias eran esca-
sas como pocas las oportunidades de hacerlo. La población colombiana era un 
actor silente que prácticamente sólo participaba de algunas decisiones políticas 
importantes para el país y eso gracias a la introducción de una decidida descen-
tralización política y presupuestal que introdujo el Acto Legislativo número 1 
de 1986. Sin embargo, la Constitución Política de 1991 le dio un vuelco a la 
realidad colombiana. La participación de la ciudadanía dejó de ser una utopía y 
se introdujeron variados mecanismos de intervención para la toma de decisiones 
y ampliaron las oportunidades para hacerlo (Cardona González, 2010a: 17). 

Pero creemos que no puede hacerse un repaso del marco constitucional 
sobre participación ambiental desde la óptica constitucional sin mencionar los 
alcances que tienen: (a) el artículo 1, en cuanto dispone que Colombia es un 
Estado social de derecho, organizado en forma de república unitaria, descentra-
lizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa 
y pluralista; la concepción misma de Colombia como Estado, entendemos, 
considera la participación como elemento fundante y característico, y como 
necesario para el sistema republicano y democrático; (b) sin duda la imposición 
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de la obligación para proteger las riquezas culturales y naturales de la nación, 
tanto al Estado como a las personas, prescrito en el artículo 8 de la Constitu-
ción, es el punto de partida, lógico, de la participación ciudadana en materia 
ambiental. Y, por supuesto, de manera concreta, en cuanto a los modos como 
las autoridades ambientales (entidades ambientales y entidades territoriales 
cuando cumplen funciones ambientales) deciden algún aspecto en relación con 
el uso o aprovechamiento del recurso hídrico. 

La participación ciudadana en materia ambiental es un concepto que se 
introdujo en la nueva Constitución, en consonancia con el objetivo de fortalecer 
la democracia participativa, pero también haciendo eco a la creciente convicción 
en el ámbito nacional e internacional de que solo a la medida en que la ciuda-
danía adquiera una mayor responsabilidad por el cuidado del ámbito natural 
y sus recursos, será posible su adecuado uso, aprovechamiento y conservación 
(Inderena, 1992). 

Y (c) el artículo 79, como corolario, consagrando el que todas las personas 
tienen derecho a gozar de un ambiente sano en nuestro país y facultado a la 
ley para que garantice la participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectarlo. 

Resaltamos aquí la importancia de la participación ciudadana, como me-
canismo responsable y, bien utilizado, eficaz para que el acercamiento entre la 
comunidad, el ambiente y las autoridades sea una herramienta útil en la toma 
de decisiones que afecten el medio ambiente (Duque, 2010:144). 

Además de las reglas constitucionales también existen imperativos legales 
sobre la participación de los ciudadanos en las decisiones ambientales que pueden 
afectarlos, empezando por el Código Nacional de los Recursos Naturales, que 
destaca desde su primer artículo que al ser el ambiente patrimonio común, exige 
del Estado propiciar espacios de participación y para los particulares una efectiva 
participación en su preservación y manejo, que por lo mismo son de utilidad pú- 
blica e interés social. Principio que se ve complementado cuando el artículo 15 
impone que por medio de la comunicación adecuada, se motive al ciudadano 
colombiano “para que formule sugerencias y tome iniciativas a la protección 
ambiental y para el mejor manejo de los recursos naturales renovables […]”.

Finalmente, no es de extrañar que la Ley 99 de 1993 acoja los principios de 
las declaraciones de Estocolmo de 1972 y Río de Janeiro de 1992, que bastante 
destacan el papel de la participación ciudadana en la gestión ambiental, sino 
que reitera que dicha gestión supone “una tarea conjunta y coordinada entre 
el Estado, la comunidad, las organizaciones no gubernamentales y el sector 
privado” (numeral 10, artículo 1) y los mecanismos sobre los cuales en capítulo 
posterior señalaremos.
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Como esperamos ratificarlo con el resto de este escrito y sus conclusiones, la 
participación ciudadana en materia ambiental debe especialmente permitir que 
los interesados en los trámites ambientales, en nuestro caso, en los de concesión 
o reglamentación de agua de dominio público continental, se expresen. Pero no 
de cualquier manera, en cualquier instante y para cualquier interés que le asista. 
Debe ser bajo las maneras y en los momentos que legalmente se establecen y 
que no implican ningún tipo de restricción por la naturaleza misma del interés 
colectivo inmerso, y debe ser para coadyuvar con la administración en la mejor 
planificación para el aprovechamiento contribuyendo al desarrollo sostenible. 

I I I .  pa rt i c i pa c i  n  u s ua l  d e  t e r c e r o s  e n  l o s  t r  m i t e s 
d e  c o n c e s i o n e s  y  r e g la m e n ta c i o n e s  d e  a g ua s 

Desde los primeros rastros de la humanidad, desde las comunidades nómadas, 
pasando luego a establecerse como comunidades sedentarias en el Neolítico, 
estas procuraron establecerse en cercanías del agua: corrientes o depósitos hí-
dricos, o mares. De ahí que la mayoría de las grandes urbes del planeta de hoy 
día, se asentaron y crecen atravesadas por ríos o a las orillas de mares, como 
Londres, París, Barcelona, Nueva York, Calcuta, Roma o Shanghai. Es claro 
que el agua, como medio de transporte y como recurso económico, fue decisiva 
en la determinación de la organización y distribución de los asentamientos hu-
manos. Se calcula que cerca del 3% de la superficie terrestre está ocupado por 
zonas urbanas concentradas a lo largo de las costas y vías navegables en todos 
los continentes (Mora, 2020). 

Por lo anterior no debe ser extraño reconocer que también el agua se cons-
tituye en un factor determinante del modo como se define la administración 
pública de una nación. Al respecto, se resaltan dos factores que originaron la 
administración estatal: (1) la centralización de la dominación en el seno de un 
territorio y con ella la aparición de mayores Estados territoriales y (2) la ne-
cesidad de la realización común de tareas permanentes, como por ejemplo la 
regulación de las aguas o la organización para la defensa común de territorios 
comunes. Ambos factores están estrechamente vinculados, ya que uno y otro se 
han influenciado mutuamente para desarrollarse: la dominación de un poder 
central se legitima en la medida en que contribuye a la realización de tareas 
comunes (Brunet Icart et al., 2016: 1185-1186).

Es importante ubicar la participación de terceros en los trámites de conce-
siones y reglamentaciones de aguas. Por eso acogemos la postura de la doctrina 
respecto de que existen al menos tres tipos de participación: 1. La participación 
política, entendida como la que surge de la interacción entre la administración 
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y la ciudadanía para el diseño, planificación, monitorización y evaluación de las 
políticas públicas. Es una dimensión de participación/colaboración entre ad-
ministraciones y sociedad civil. 2. La participación para el diseño de servicios, 
entendida como la participación que busca incorporar la visión y experiencia de 
la ciudadanía en la redefinición o mejora de dicha prestación. Es una dimensión 
de participación más centrada en la eficiencia y de carácter operativo. 3. La par-
ticipación colaborativa, entendida como aquellas iniciativas y colaboración que 
surge de la ciudadanía para la generación de valor público. Promueven el desa-
rrollo de corresponsabilidad o cogestión de lo público (Gobierno Vasco, 2020: 6).

A .  t i p o s  d e  i n t e r  s  e n  la  pa rt i c i pac i  n  
d e  t e r c e r o s  e n  l o s  t r  m i t e s  a m b i e n ta l e s

Algunos autores identifican como instrumentos de participación ciudadana en 
el ámbito ambiental los siguientes: la participación ciudadana en los órganos 
de administración de las autoridades ambientales, las audiencias públicas, las 
veedurías ciudadanas, en los procedimientos administrativos ambientales, la 
participación en los procesos de planificación ambiental, el derecho de petición 
y la consulta previa (Lora et al., 2008: 54).

Concretamente, la participación en los procedimientos administrativos 
ambientales se hace trascendental, por decir lo menos, por los siguientes tipos 
de interés en la participación abierta y libre e informada de la ciudadanía en el 
trámite de autorizaciones para obtener el derecho al uso o aprovechamiento del 
agua: (a) el mejor conocimiento sobre las características y los comportamientos 
de las fuentes hídricas; (b) un mejor control sobre la veracidad del interés e infor-
mación que hace un solicitante de derecho al uso (Amaya Navas, 2005: 236b), y 
(c) la mejor manera de distribución del agua por demanda, uso y disponibilidad; 
(d) la garantía de los derechos colectivos.

Sin embargo la experiencia que tenemos es que muchas veces el interés 
real nada tiene que ver con lo anotado. Lamentablemente tenemos formas de 
participación de terceros que están motivadas por el egoísmo o por la violación 
perjudicial del tercero. Algunos ejemplos: porque el tercero sabe que una nueva 
asignación de agua, especialmente si es aguas arriba, afectará en el futuro la suya, 
como cuando bajan los caudales y cuantos más usuarios haya el reparto propor-
cional hace que el del tercero se vea muy disminuido. Otro tiene que ver con 
aspectos más económicos, como el de usar como excusa un interés sobre el agua 
para esconder una disputa de tierras, porque, por ejemplo, se ve una amenaza 
para el reconocimiento de la pertenencia por vía de prescripción adquisitiva 
de dominio gracias al otorgamiento de una concesión. Por eso hay que afinar 
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la política pública y regulación sobre la participación pública ambiental. Por 
supuesto, para fortalecerla y hacerla más eficiente y abierta, pero también en 
pro de “mayor asunción de responsabilidades y deberes ciudadanos en defensa 
del medio ambiente” con “más y mejor educación ambiental en todas las etapas 
y niveles, mayor y mejor acceso a la información por parte de la población” 
como vía para asegurar auténtica conciencia para una real participación activa 
(Velásquez Muñoz, 2003: 196).

B .  i n t e rv e n c i  n  e n  l o s  t r  m i t e s  d e  c o n c e s i o n e s  
y  r e g la m e n ta c i o n e s  d e  a g ua s

Hemos podido identificar al menos siete momentos en los que los terceros pueden 
intervenir, como expresión de la participación ciudadana, dentro de los trámites de 
las concesiones o reglamentaciones de las aguas de dominio público continental. 

1. Durante el estudio de la petición de  
la concesión o reglamentación de las aguas

Según el artículo 13 de la Ley 1437 de 2011, modificado por la Ley 1755 de 
2015, toda solicitud que se haga ante la autoridad ambiental competente, incluso 
si se trata de quejas o denuncias, se tiene como ejercicio del derecho constitu-
cional de petición. Y todas estas peticiones, incluida la de tramitar y otorgar 
una concesión o una reglamentación de aguas (en este último caso, cuando es 
por petición de parte, pues es tal vez la única autorización que se puede ade-
lantar de oficio), se deciden mediante un acto administrativo al que la Ley 99 
de 1993 denomina “acto de inicio de trámite”. Entonces, todo procedimiento 
administrativo ambiental (trámite de autorizaciones o procesos sancionatorios) 
empieza siempre con este. 

Aunque para las concesiones y reglamentaciones no se dijo nada al respecto, 
hoy el plazo para decidir si se adelantan o no esos trámites es de 15 días, pre-
visto en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, también modificado por la Ley 
1755 de 2015. Y es importante mencionarlo, porque creemos que es a partir 
de este momento como se hace propicia la intervención de los terceros en los 
procedimientos de concesiones o reglamentaciones de aguas. La principal razón 
es que no hallamos justificada antes de ese momento procesal y en procura de 

	 Recomendamos repasar las nociones y los conceptos sobre trámites ambientales, que incluimos en el 
artículo “Características generales y clasificación de los trámites ambientales” (Cardona, 2017).



Participación de terceros en el trámite de concesiones y reglamentaciones de agua 

la protección ambiental y adecuada administración de los recursos naturales 
renovables la intervención de los terceros. Por otra parte, es lógico que así sea, 
porque una vez se expide el acto de inicio de trámite se debe comunicar a los 
llamados “terceros determinados” o terceras personas que puedan resultar 
directamente afectadas por la decisión (art. 37 de la Ley 1437 de 2011) y a los 
llamados “terceros indeterminados”. Para lo cual se debe combinar lo dispuesto 
en la Ley 1437 y en el segundo párrafo del artículo 70 de la Ley 99 de 1993, por 
lo que esta decisión, además de la comunicación a los terceros determinados, 
debe publicarse en el boletín que toda autoridad ambiental debe tener para 
comunicar a posibles terceros indeterminados. 

Respecto de los “terceros determinados” tenemos que anotar lo siguiente: 
si se trata de solicitud de concesión sobre una corriente hídrica o depósito de 
aguas que ya tiene concesiones anteriores, no debe caber duda sobre que dichos 
concesionarios deben ser tomados por la autoridad como terceros determina-
dos; son, repetimos, sin duda, ciudadanos que pueden resultar directamente 
afectados por la decisión. En cuando se trate de reglamentaciones de aguas de 
una corriente, depósito o porción/tramo de aquella o de este, lo natural es que 
no existen asignatarios previos (al menos no usuarios con concesiones legal-
mente tramitadas y obtenidas), por tanto allí sólo se entenderán como terceros 
indeterminados. Sin embargo las comunicaciones como terceros determinados 
(primera parte del artículo 37 de la Ley 1437 de 2011) deben ser más cuidadosas 
si ya existe la reglamentación y surge la necesidad de una modificación de esta 
por cualquier razón, especialmente por incluir nuevos asignatarios. 

La recomendación en estos casos para estos terceros determinados o in-
determinados es que presenten por escrito su interés en intervenir dentro del 
trámite de la concesión o reglamentación, expresando las razones de sus obje-
ciones en procura de la protección ambiental o la adecuada administración de 
los recursos naturales renovables. En el primer caso, seguramente no tendrá el 
tercero interés en que se le respete un caudal asignado o por asignar y en los 
términos del artículo 69 de la Ley 99 no necesita argumentar su intervención 
(aunque no es usual que alguien intervenga sin expresar qué interés le asiste, 
así sea el de la conservación, protección o cumplimiento normativo ambiental); 
en el segundo, que es la más frecuente como motivo de intervención, lo que 
se espera es que el tercero demuestre los motivos de su intervención y segura-
mente los de su insatisfacción con la aceptación de dar trámite a la concesión, 
a la reglamentación o sus modificaciones.

Para terminar con los comentarios sobre este escenario de intervención, 
no sobra mencionar que los terceros determinados o indeterminados pueden, 
además de hacerlo, solicitar que en aplicación del artículo 71 de la Ley 99 de 
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1993 la autoridad les notifique el acto administrativo por el cual se decida la con-
cesión, la reglamentación o sus modificaciones. Esto se hará simultáneamente 
como en la actualidad está previsto en el artículo 67 de la Ley 1437 de 2011 y 
publicidad en el Boletín de la autoridad ambiental.

2. Luego de la expedición del acto de inicio de trámite

No existe en la legislación ambiental disposición que impida que la intervención 
de los terceros determinados o indeterminados en los trámites de concesiones, 
reglamentaciones o sus modificaciones se haga durante cualquier etapa de dichos 
trámites una vez estos son iniciados por la autoridad ambiental. E igual que 
soliciten y se les conceda notificar el acto administrativo por el cual se decida 
si se otorga o no el derecho al uso del agua.

Para este escenario caben sin embargo dos comentarios: el primero sobre 
que en tratándose de trámites para obtener derechos de uso para aprovecha-
miento de aguas lo aconsejable es efectivizar la intervención antes de la visita 
ocular técnica e ineludible, tanto fáctica como jurídicamente, por las razones 
que se comentan en el siguiente numeral. Y, segundo, que la intervención desde 
los primeros instantes del procedimiento para la concesión o reglamentación 
amplía las posibilidades de participación efectiva y coparticipación con la auto-
ridad ambiental para el mayor acopio de información para una mejor decisión 
sobre el recurso natural y su reparto. Por ejemplo, permitirá conocer todos los 
documentos que se aportaron con la solicitud de concesión, los adicionales que 
solicite la autoridad o los que se acopian de cada usuario o potencial usuario 
para la reglamentación.

Es menester recordar que para la reglamentación de aguas hay otro mo-
mento especial que propicia la intervención de los terceros. Es aquel que surge 
de la obligación legal que tienen las autoridades competentes de dar publicidad 
al proyecto de distribución de las aguas con el fin de que los interesados en las 
asignaciones, pero también los terceros, presenten sus objeciones para lo cual, 
además, y a diferencia de las concesiones, existe un plazo de 20 días hábiles 
(art. 2.2.3.2.13.5 del Decreto 1076).

3. Durante la realización de la visita técnica, para dar  
trámite a la concesión o reglamentación de las aguas

En materia de aguas explícitamente la normatividad ha establecido la necesidad 
de practicarse una visita al predio o los predios que van a ser beneficiados con 
la eventual concesión o reglamentación. Esta regulación se halla, para la con-
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cesión, en los artículos 2.2.3.2.9.3 y 2.2.3.2.9.4 del Decreto 1076 de 2015, que 
explícitamente mencionan la posibilidad de que durante esta los terceros puedan 
intervenir. Y para la reglamentación, en el artículo 2.2.3.2.13.4 del mismo de-
creto, aunque allí no se mencione explícitamente la posibilidad de intervención. 

Lo que destacamos de este momento para la intervención de los terceros es 
que en materia de aguas (incluso cuando se trate del permiso para la ocupación 
de playas, cauces y lechos) es el mejor momento para esbozar los argumentos de 
oposición contra la posibilidad de que se otorgue la concesión o fije la regla-
mentación, o al menos para que se fijen especiales condiciones en ellas. Hacerlo 
en este momento también facilita la labor de administración por la autoridad 
ambiental competente, pues permite que además de verificar la veracidad de la 
información suministrada por el peticionario, se verifique in situ la veracidad 
de los argumentos de interviniente.

4. Dentro de la realización de otras visitas técnicas

Aunque la normatividad no se refiere expresamente a la posibilidad de que además 
de la visita técnica comentada atrás se realicen otras diligencias tendientes a esta-
blecer las conveniencias para el otorgamiento de concesiones o reglamentaciones, 
nada se opone a ello en favor de la mejor decisión al respecto. Al contrario, el 
sentido común recomienda y nada se opone a que cuandoquiera que del resul-
tado de la visita técnica ocular que ya hemos informado surjan nuevas necesidades 
para acopiar información o se necesite tomar datos o evidencia adicional en el 
terreno donde se realizará la captación, la conducción, el aprovechamiento o las 
disposiciones finales de las aguas sobrantes esto se haga. Y amplía la posibilidad 
de la intervención de los terceros. Más aún: estas visitas adicionales pueden ser 
resultado precisamente de la información suministrada por los terceros.

5. Como consecuencia de la expedición del acto administrativo que decide  
en favor del peticionario la concesión o reglamentación de aguas

Como sucede con toda actuación administrativa, los terceros podrían impugnar 
las decisiones que resuelvan sobre la petición de una concesión, trámite de regla-
mentación o las objeciones planteadas durante el trámite de estas. Sin embargo, 
cabe decir que aún en materia de aguas hay otras posibilidades, por ejemplo 
solicitar que se aplique (cuando no se ha hecho anteriormente) el artículo 71 de 
la Ley 99 de 1993 para que se notifique el acto administrativo final del trámite o 
solicitar la audiencia pública ambiental durante el seguimiento de las obligaciones 
derivadas de la concesión o de la reglamentación.
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6. Dentro de los trámites de aprobación de las obras hidráulicas

El sentido común primero y luego la normatividad (art. 2.2.3.2.19.1 del Decreto 
1076 de 2015) obligan a diseñar y construir obras hidráulicas para el uso, de-
fensa y conservación de las aguas de dominio público. Eso exige tener presentes 
dos aspectos importantes a su vez: las obras hidráulicas que deben construirse 
como consecuencia de las concesiones o reglamentaciones y deben ejecutarse 
previas al aprovechamiento, so pena de que sin ellas no se pueda garantizar la 
captación del caudal asignado, la proporcionalidad sobre el caudal total de la 
fuente, mantener los caudales necesarios para el aprovechamiento que pueden 
variar por diversas razones (evaporación, filtración, etc.); y que primero se 
requieren diseños y luego ajustar las construcciones a estos. Por esto último la 
normatividad impuso que una vez se expide un acto administrativo otorgando 
una concesión o una reglamentación, los beneficiarios deben tramitar dos pro-
cedimientos adicionales, antes de proceder con el aprovechamiento mismo del 
fluido hídrico: (a) la aprobación de los diseños, cálculos y memorias descriptivas 
para las obras; y (b) la aprobación de las obras ejecutadas de conformidad con 
los mencionados diseños y cálculos. 

Durante el trámite de estas autorizaciones, que para nosotros, en la interpre-
tación que les damos a los artículos 2.2.3.2.5.1 y 2.2.3.2.19.10 del Decreto 1076 
de 2015, se deben denominar permisos, los terceros también pueden intervenir. 
No porque nada se oponga a ello, sino porque la Ley 99 de 1993 (art. 69) es 
contundente al prescribir que toda persona podrá intervenir en las actuaciones 
administrativas iniciadas para la expedición, modificación o cancelación de 
permisos para actividades que afecten o puedan afectar el medio ambiente. De 
hecho, no nos cabe la menor duda de que como las aprobaciones de los diseños 
y cálculos, y luego la de las obras ejecutadas, son condiciones que se imponen 
en la concesión o reglamentación, sea procedente la audiencia pública ambiental 
como lo establece el artículo 2.2.2.4.1.3 del Decreto 1076 de 2015) cuando se 
advierta la violación de los términos, condiciones y obligaciones bajo los cuales 
se otorgaron estas. 

7. Durante el seguimiento o verificación del cumplimiento  
de las obligaciones que surgen de la concesión o reglamentación

Aunque se explicará también en el capítulo siguiente respecto de la intervención 
durante el trámite de la licencia ambiental, es necesario informar que una de las 
maneras como los terceros pueden intervenir durante trámite de las concesiones 
o reglamentaciones de aguas o después de él es solicitando la realización de una 
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audiencia pública ambiental. Y esta procede en las siguientes oportunidades: 
(a) desde que se expide el acto de inicio de trámite de la concesión o reglamen-
tación y hasta antes de que se expida el acto administrativo que las decide y 
(b) con posterioridad al acto administrativo que otorga la concesión o define la 
reglamentación de aguas, “cuando fuere manifiesta la violación de los requisitos, 
términos, condiciones y obligaciones bajo los cuales se otorgó la concesión o 
reglamentación de aguas” (art. 2.2.2.4.1.3 del Decreto 1076 de 2015).

C .  i n t e rv e n c i  n  d e n t r o  d e l  
t r  m i t e  d e  l i c e n c i a s  a m b i e n ta l e s

Las licencias ambientales se definieron en la Ley 99 de 1993 como el tipo de 
procedimiento y tipo de autorización para ejecutar obras, proyectos o activi-
dades seleccionados por la normatividad por el deterioro grave que generan al 
ambiente natural, los recursos naturales renovables o una modificación notoria 
al paisaje de tal manera que se prevengan, mitiguen, corrijan, compensen o 
manejen sus efectos ambientales. 

Desde su primera reglamentación (Decreto Reglamentario 1753 de 1994) 
se contempló que las licencias ambientales, globales o para otro tipo de infraes-
tructura, por solicitud de la parte interesada en una obra, proyecto o actividad, 
llevarían implícitas las autorizaciones para el uso de los recursos naturales 
renovables que se necesitaran para estos. De hecho, en los términos del nume-
ral 5 del artículo 2.2.2.3.6.6 del Decreto 1076 de 2015 la licencia contendrá 
los recursos naturales renovables que se autoriza aprovechar y las condiciones 
a las que se sujetarán dichos usos. De ahí que era natural definir también qué 
procedimiento prevalecería, si el de la respectiva licencia o el de la respectiva 
autorización para usar los recursos naturales; en especial teniendo en cuenta 
que para cada recurso natural renovable (fauna, flora, aire, agua, etc.) se han 
normado específicos ritos procesales. Y mucho más en materia de aguas cuan-
do, como hemos visto, hay comunicaciones o notificaciones diferentes en los 
procedimientos si se trata de concesión o se trata de reglamentación. 

Entonces es claro a la luz de la normatividad, sintonizada con el sentido co-
mún, que el procedimiento para una concesión de aguas que se requiere para una 
obra o proyecto sujeto a licencia ambiental es el mismo de la licencia. Incluso, la 
autoridad ambiental competente es la misma que conoce de la licencia ambiental. 
Y ¿por qué hablamos sólo de la concesión y no de la reglamentación de aguas? 
Porque por la naturaleza misma de la reglamentación no ha sido viable en la 
práctica, que en el trámite de una licencia ambiental se tramite una reglamen-
tación. En cambio, lo que podría suceder es que si una obra o proyecto, sujeto 
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a licencia ambiental, requiere para esta una o varias concesiones, y estas son 
sobre corrientes o depósitos reglamentados, se requerirá hacer la modificación 
de la reglamentación; de hecho, en la medida en que más corrientes o depósitos 
hídricos sean reglamentados, esta situación más se presentará. Sería interesante 
estudiar una situación extrema donde sea necesario que para poder tramitar una 
concesión para una obra o proyecto se justifique adelantar la reglamentación 
(por ejemplo, porque existe un alto número de concesiones otorgadas).

¿Cómo pueden intervenir y participar los terceros dentro del trámite de una 
licencia ambiental, en relación con la concesión de aguas que se requiere para 
una determinada obra, proyecto o actividad? Pues casi de las mismas maneras 
que se puede hacer en el trámite de la concesión de aguas como se describió en 
el capítulo anterior. Baste destacar algunas particularidades: (a) puede hacerse 
cuando se trata de obras o proyectos que exigen previo trámite del Diagnóstico 
Ambiental de Alternativas, pues dicho procedimiento, como todos, empieza 
desde que se expide el acto de inicio de trámite, para lo cual se notifica en los 
términos de la Ley 1437 de 2011 (como también ya se explicó en detalle) y con la 
publicación en el Boletín Ambiental que cada autoridad ambiental debe publicar 
con cierta periodicidad (art. 2.2.2.3.6.1 del Decreto 1076); (b) puede hacerse 
cuando ya se haya decidido sobre la alternativa más viable ambientalmente para 
el proyecto y se radica el Estudio de Impacto Ambiental, pues, nuevamente, 
este debe ser notificado (art. 2.2.2.3.6.3 del Decreto 1076) en los términos de la 
Ley 1437 de 2011 y con la publicación en el Boletín Ambiental; (c) también los 
terceros pueden intervenir en cualquier etapa hasta tanto la autoridad ambiental 
tome una decisión y también puede en aplicación del artículo 71 de la Ley 99 
de 1993 obligar a que la autoridad ambiental le notifique el acto administrativo 
que decide sobre la licencia ambiental o licencia ambiental global. 

También es procedente solicitar, con los requisitos y las consideraciones que 
establece el Decreto Reglamentario 330 de 2007, compilado en el Decreto Único 
Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible, la audiencia pública 
ambiental. Basta mencionar que esta procede sólo en los siguientes casos: (a) con 
anticipación al acto administrativo que definirá si se expide o modifica la licen-
cia ambiental o (b) durante la ejecución del proyecto, obra o actividad licenciado 
cuando se advierta la violación de los términos, condiciones y obligaciones bajo los 
cuales se otorgó la licencia ambiental (art. 2.2.2.4.1.3 del Decreto 1076 de 2015). 

Es dable recordar que el artículo 2.2.2.3.3.3 del Decreto 1076 de 2015 exige 
que, para facilitar la participación de las comunidades, “se deberá informar a las 
comunidades el alcance del proyecto, con énfasis en los impactos y las medidas 
de manejo propuestas y valorar e incorporar en el estudio de impacto ambiental, 
cuando se consideren pertinentes, los aportes recibidos durante este proceso”.
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c o n c lu s i o n e s

Se ha sostenido reiteradamente que la propiedad del suelo y el acceso al agua 
están estrechamente relacionados. Una adecuada regulación del uso del suelo 
o del territorio por parte de las entidades municipales y distritales (porque ello 
les corresponde constitucionalmente) y una adecuada regulación de las áreas 
protegidas del orden nacional y regional evitarán muchos conflictos, al igual que 
“ayudarán a resolver los que surjan definitivamente y será la efectiva manera de 
distribuir las cargas entre los ciudadanos para la reserva, protección y aprove-
chamiento equitativo” (Cardona González, 2015). Por lo tanto, es innegable el 
peso que tiene la intervención de los ciudadanos interesados en las resultas de 
los trámites ambientales para definir las autorizaciones para el uso de las aguas. 
Con mayores veras, “la participación es una necesidad humana y por ende es 
un derecho de las personas” (Díaz Bordenave, 1982) en tratándose del recurso 
natural más usado por el ser humano junto con el aire. 

Ciertamente buscar las causas de los conflictos y adoptar los mecanismos 
idóneos para evitarlas, debe ser el fin más relevante del Derecho. Por ende, el 
carácter preventivo de las causas de los conflictos relacionados con el acceso a 
los recursos hídricos debe ser uno de los fines más relevantes para la sociedad. 
Como dice la académica argentina Sandra Elizabeth Casabene de Luna (2000: 29),

Por fortuna, en la actualidad son cada vez más los estudiosos que en diferentes ramas 
de la ciencia se ocupan del medio ambiente. Son ellos los encargados de investigar los 
mecanismos preventivos y recompositores [sic] del medio ambiente, encontrando res-
puestas a la problemática que preocupa a los gobernantes y habitantes del mundo entero.

La participación ciudadana en materia ambiental y los mecanismos que la nor-
matividad establece para la intervención en el trámite de las concesiones o regla-
mentaciones de agua de dominio público continental (Ley 99 de 1993, Ley 1437  
de 2011 y Decreto Único Reglamentario 1076 de 2015) reglan tres aspectos 
fundamentales: (1) las maneras, (2) los instantes y (3) el interés. Garantizan la 
perpetuidad del modelo democrático y republicano de nuestro Estado social 
de derecho y la mejor y más eficiente administración del agua para garantizar 
el desarrollo sostenible. En particular con la intervención limitada, no para 
hacer prevalecer los intereses particulares del interesado, sino para garantizar 
la protección de los intereses sociales o colectivos en favor de la vida y un am-
biente adecuado para la salud. 

Y esa garantía de participación ciudadana ambiental y la intervención en el 
trámite de las concesiones o reglamentaciones de agua de dominio público con-
tinental, contribuyendo a informar mejor al operador administrativo ambiental 
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que debe garantizar la conservación, mejor aprovechamiento y recuperación 
del recurso hídrico, debe traer consigo una disminución de los conflictos. El 
conocimiento del trámite y de los fundamentos de las decisiones administrati-
vas sobre el agua minimiza los argumentos opositores de quienes puedan verse 
particularmente afectados por ellas. Y también se vuelven en elementos que 
facilitan la resolución de los conflictos si estos no se pudieron evitar. Fomentar, 
crear mecanismos eficaces y facilitar la participación de la sociedad en la toma de 
decisiones ambientales, especialmente sobre lo relativo al uso y aprovechamiento 
del agua, genera una transición donde esta puede prevenir y resolver sus con-
flictos en escenarios democráticos y sin violencia (Roa García et al., 2017: 344).
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